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CONGRESO INTERNACIONAL SOBRE
 
LIBERTAD RELIGIOSA: ESTADO LAICO,
 
¿LAICIDAD O LAICISMO? A DIEZ AÑOS
 

DE LA LEGISLACIÓN MEXICANA 
EN LA MATERIA* 

La protección y defensa de los Derechos Humanos en casos específicos de violación no es la única tarea 
de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos. Estimular la observancia de las prerrogativas 
básicas en el país y promover su estudio, enseñanza y divulgación tanto en el ámbito nacional como 
en el internacional son, también, parte de sus atribuciones esenciales, y esta actividad adquiere ma­
yor dimensión cuando a su realización se suman instituciones de reconocido prestigio como las que 
junto con la CNDH hoy convocan a este Congreso Internacional sobre Libertad Religiosa. 

Una de las libertades fundamentales de las personas, establecida en nuestra Carta Magna, es la de 
ejercitar las creencias de nuestra preferencia y practicar las ceremonias o actos del culto que les son 
propios. En virtud de esto, para el Ombudsman nacional se vuelve imperativo realizar acciones que 
permitan fortalecer y difundir una cultura de respeto y tolerancia a la diversidad de culturas, costum­
bres y manifestaciones religiosas de los distintos grupos de la población. 

A una década del inicio de la vigencia de las reformas constitucionales relativas a la libertad de 
creencias religiosas, en distintos sectores de la sociedad se ha desarrollado el interés por hacer un 
balance acerca de lo que estos cambios han significado en nuestro país. Hoy, en coordinación con 
instituciones de excelencia académica, la CNDH contribuye, desde una perspectiva de defensa de los 
Derechos Humanos, al análisis interdisciplinario de este tema que involucra convicciones fundamen­
tales en la conciencia de las personas. 

* Palabras del doctor José Luis Soberanes Fernández, Presidente de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, alusivas a la 
inauguración del Congreso Internacional sobre Libertad Religiosa: Estado Laico, ¿Laicidad o Laicismo? A Diez Años de la Legisla­
ción Mexicana en la Materia, pronunciadas en la ciudad de México el 24 de septiembre de 2002. 
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La importancia de ello radica en que las reformas implicaron no sólo un reforzamiento a la condi­
ción laica del Estado mexicano, sino también una posibilidad más para ampliar la cobertura de la nueva 
cultura social del respeto y promoción de la dignidad humana y del reconocimiento manifiesto a los 
Derechos Humanos, particularmente el referido a la libertad religiosa. 

Lamentablemente, las expresiones de intolerancia o de persecución religiosa entre quienes practi­
can creencias distintas aún son comunes, lo que violenta de manera innecesaria la convivencia armó­
nica entre los miembros de la comunidad social. 

Esta situación reclama atención inmediata, pues la libertad de creencias no puede verse reducida a 
una elemental actitud que permita realizar las ceremonias de los cultos religiosos, sino que debe con­
cretarse en acciones de la autoridad, por una parte, orientadas a defender la libertad de religión y su 
consecuente práctica y, por la otra, de los integrantes de la sociedad para respetar las creencias de los 
demás. 

Si los involucrados en la preservación de la libertad religiosa omiten sus tareas, se corre el riesgo 
de alentar las actitudes de intolerancia o discriminación por motivos religiosos, y tal situación podría 
ser entendida como una omisión del Estado para hacer cumplir el imperio de la ley, cuando de lo que 
se trata es, precisamente, de proteger la libertad de las personas para elegir, en conciencia, sobre su 
opción religiosa y con ello fomentar el respeto a la pluralidad que en esta materia existe en nuestro 
país. 

Igualmente, es un hecho lamentable que en algunos lugares todavía se presenten casos de intole­
rancia y persecución religiosa entre miembros de una misma comunidad social, y aun entre los de un 
mismo grupo familiar. Estas muestras de antagonismo religioso, por pequeñas que sean, exigen la 
acción inmediata del Estado no sólo para evitar conflictos sociales sino para robustecer la cultura del 
respeto a los derechos esenciales de la persona, la observancia de la ley y, por supuesto, el Estado de 
Derecho. 

Las particularidades de la convivencia entre los pueblos y las comunidades indígenas del país, por 
ejemplo, prueban que estamos lejos de lograr el respeto absoluto a la diferente opción de conciencia 
y a la consideración que se debe a la libertad religiosa. En determinadas comunidades no se goza de 
esta libertad: se conocen casos de individuos y minorías que son objeto de hostigamiento y discrimi­
nación motivados por sus credos y, en el extremo de la intolerancia, de persecuciones y hasta de vio­
lencia física. 

Con su participación para la realización de este congreso internacional, el Ombudsman nacional 
cumple sus objetivos esenciales de promover el estudio, la enseñanza y la divulgación de los Dere­
chos Humanos. En tal sentido, fomentar el respeto al derecho humano inalienable a la libertad reli­
giosa de las personas, la tolerancia a los demás y el reconocimiento a formas de pensar y creer distin­
tas a las propias, es luchar por la vigencia de los derechos fundamentales. 
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La violación de los Derechos Humanos y de las libertades básicas establecidas en el orden jurídico 
mexicano, en particular los derechos de pensamiento, de conciencia, de religión o de cualquier con­
vicción personal, debe ser frontalmente combatida. En tanto logremos conciliar el ejercicio diario de 
la observancia de la ley nacional con medidas que eliminen la intolerancia y la discriminación reli­
giosa, estaremos promoviendo no sólo la comprensión y el respeto a las cuestiones relacionadas con 
la libertad de religión, sino también la convivencia pacífica. 

El logro de la aceptación social e individual a la diferencia de pensamiento y credo requiere de la 
participación comprometida de todos, como corresponde a una sociedad plural que lucha por concre­
tar la tolerancia, basada en el reconocimiento a la igualdad jurídica, la libertad de las personas, el res­
peto a los demás y la eliminación de cualquier forma de discriminación. 
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PROGRAMA DE CAPACITACIÓN
 
EN DERECHOS HUMANOS PARA
 

LA EDUCACIÓN BÁSICA*
 

Es un honor compartir con ustedes algunas reflexiones generales sobre los Derechos Humanos en oca­
sión de la puesta en marcha de este Programa de Capacitación en Derechos Humanos para la Educa­
ción Básica, que realizan la Secretaría de Educación Pública, el Instituto Latinoamericano de la Co­
municación Educativa (ILCE) y la Comisión Nacional de los Derechos Humanos (CNDH). 

Los Derechos Humanos se han convertido en un parámetro de justicia y de legitimidad política de 
todo Estado democrático de Derecho. Su realización progresiva representa, además, uno de los asi­
deros éticos más firmes en los que pueden confluir los anhelos de las sociedades por construir formas 
de convivencia más justas. 

Corresponde a los órganos del Estado, por medio de las personas encargadas de la función públi­
ca, velar por la vigencia, el respeto y la promoción de los Derechos Humanos. En su mayoría, estos 
derechos están recogidos en nuestro orden jurídico nacional y en los distintos tratados internaciona­
les en la materia que han sido firmados y ratificados por México. 

Sin embargo, la realidad nos prueba que no basta tener los Derechos Humanos en el inventario de 
las garantías constitucionales para que los mexicanos disfrutemos por igual de ellos. 

Muchas veces, la inobservancia de los derechos fundamentales se debe al desconocimiento de los 
mismos, tanto por parte de los servidores públicos como por parte de las personas que, en general, 

* Mensaje videograbado el 25 de septiembre de 2002, pronunciado por el doctor José Luis Soberanes Fernández, Presidente de la 
CNDH, con motivo del inicio del Programa de Capacitación en Derechos Humanos para la Educación Básica, que realizan la Secreta­
ría de Educación Pública, el Instituto Latinoamericano de la Comunicación Educativa y la Comisión Nacional de los Derechos Huma­
nos, el cual estuvo dirigido a profesoras y profesores del nivel básico de educación. 
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deberían beneficiarse con su cumplimiento pero que tampoco los conocen con oportunidad y sufi­
ciencia. 

Impulsar la observancia de los Derechos Humanos en el país y promover su estudio, enseñanza y 
divulgación son mandatos de ley que le corresponde cumplir a la CNDH. Cursos, talleres, conferen­
cias, diplomados, estudios de posgrado, así como la edición de publicaciones, son algunas de nues­
tras actividades más frecuentes y que procuramos llevar a toda la República Mexicana. 

Sin embargo, en ésta y en otras tareas, los Organismos públicos de Protección y Defensa de los 
Derechos Humanos no podemos caminar solos; resulta indispensable sumar esfuerzos con otras ins­
tituciones que también pueden involucrarse en este proceso. 

El Programa que hoy iniciamos con la Secretaría de Educación Pública y el Instituto Latinoameri­
cano de la Comunicación Educativa estará integrado por cinco módulos temáticos relativos a los “As­
pectos básicos de Derechos Humanos”, a la “Docencia y Derechos Humanos”, a “Los derechos de las 
niñas y los niños”, a la “Tolerancia y Derechos Humanos”, y al “Maltrato infantil y mediación fa­
miliar”. 

De antemano, celebro que podamos encontrar en ustedes una buena receptividad y realizar un tra­
bajo más intenso en la prevención de violaciones a los Derechos Humanos y que, desde las aulas, 
puedan ustedes fomentar una cultura de respeto a los mismos. Su participación generosa como inte­
grantes de la plantilla profesional del nivel básico de educación de todas las entidades federativas de 
nuestro país será determinante en los resultados. 

En la Comisión Nacional de los Derechos Humanos nos satisface la participación que en este Pro­
grama tienen la Secretaría de Educación Pública y el Instituto Latinoamericano de la Comunicación 
Educativa y esperamos que este nuevo instrumento se reciba también con igual interés y entusiasmo 
en todos los estados de la República Mexicana. 

Señoras y señores: 

El desarrollo social en nuestro país exige que las personas, como parte del proceso educativo, conoz­
can e identifiquen sus derechos, pues sólo así podrán luego —como ciudadanos— exigir con plena 
conciencia su cabal cumplimiento y medir la eficacia de las instituciones de acuerdo con la capaci­
dad de éstas para responder a sus reclamos. 

En la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, como lo expresé en días pasados, sabemos que 
es difícil convertir las voluntades en compromisos de trabajo y, sobre todo, en acciones. Por ello, va­
loramos la decisión que el 28 de agosto de 2002 tomó el Presidente de México, Vicente Fox 
Quesada, cuando instruyó al Secretario de Educación Pública para elaborar un programa de educación 
en Derechos Humanos. 
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Expreso mi agradecimiento al doctor Reyes Tamez Guerra, Secretario de Educación Pública, y al 
licenciado Guillermo Kelly, Director General del ILCE, por promover de esta manera los Derechos 
Humanos y por el apoyo para realizar este Programa de Capacitación en Derechos Humanos para la 
Educación Básica. 

Felicito muy sinceramente a quienes colaboran con este gran esfuerzo, a los especialistas, a los 
coordinadores, al equipo técnico y, muy particularmente, a ustedes, las profesoras y los profesores del 
nivel básico de educación que hoy inician este Programa. Los invito a mantener el interés en esta 
materia y les recuerdo que los resultados de este esfuerzo los verán al integrar en su práctica cotidia­
na profesional el enfoque y el saber de los Derechos Humanos. 
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CONVENIO DE COLABORACIÓN ENTRE
 
LA COMISIÓN DE DERECHOS HUMANOS
 
DEL ESTADO DE PUEBLA Y LA COMISIÓN
 

NACIONAL DE LOS DERECHOS HUMANOS* 

El avance en la consolidación de la cultura de los Derechos Humanos es una tarea colectiva que re­
quiere de la participación solidaria de quienes han asumido particularmente el compromiso de tal lu­
cha. Por ello, los organismos que integran el Sistema Nacional No Jurisdiccional de Protección de los 
Derechos Humanos deben renovar cotidianamente sus empeños para fortalecer los lazos que los unen 
y emprender acciones conjuntas tendentes a tal fin. 

El convenio de colaboración que hoy suscriben la Comisión de Derechos Humanos del Estado de 
Puebla y el Organismo Nacional que me honro en presidir, se encuadra, precisamente, en este tipo 
de acciones. Es indudable que la cooperación que hemos acordado prestarnos en materia de capaci­
tación, formación, divulgación y atención de quejas redundará en beneficio de la población y el res­
peto a sus derechos fundamentales, reforzando los vínculos que nos identifican como instituciones del 
Estado totalmente comprometidas con la sociedad. 

Al respecto, debemos tener presente que el cometido que los Organismos de Derechos Humanos 
tienen de proteger los derechos esenciales que ampara el orden jurídico mexicano y proveer lo nece­
sario para su promoción, estudio y divulgación, les ha sido conferido por el Constituyente Permanente 
con la finalidad de lograr que en todos los sectores sociales prevalezca la noción de que el cumpli­
miento de la norma es la única forma de salvaguardar los derechos de las personas y garantizar su pleno 
disfrute. 

* Palabras del doctor José Luis Soberanes Fernández, Presidente de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, alusivas a la 
celebración del Convenio de Colaboración que en Materia de Capacitación, Formación, Divulgación y Atención de Quejas suscriben 
la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Puebla y la Comisión Nacional de los Derechos Humanos en la ciudad de Puebla el 
26 de septiembre de 2002. 
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De ahí que la promoción de la cultura de respeto a los Derechos Humanos constituya uno de los obje­
tivos a los que las instancias públicas creadas para su salvaguarda y defensa deben dedicar buena parte 
de sus esfuerzos, pues se trata de una actividad que reviste la mayor trascendencia para el interés general. 

Tan delicada función tiene su mejor retribución al comprobar que la sociedad en su conjunto se 
encuentra cada vez mejor informada y es cada vez más consciente de sus derechos y de la posibili­
dad real de hacer exigible su observancia a la autoridad. 

Es claro que únicamente en el momento en que logremos materializar con hechos tangibles los 
objetivos esenciales que nos son comunes, estaremos en condición de sentirnos satisfechos de nues­
tra contribución en las tareas de divulgación de esos valores. Sólo entonces podremos afirmar que las 
Comisiones públicas de Derechos Humanos son instituciones verdaderamente eficaces en la promo­
ción, protección y defensa de los derechos fundamentales. 

Otra de las enseñanzas que nos han dejado los 12 años de existencia del sistema del Ombudsman 
en nuestro país, es la conveniencia de que los Organismos públicos de Derechos Humanos interactúen 
de manera expedita cuando se trata de una violación grave de garantías, aun cuando el hecho no co­
rresponda en estricto rigor a la esfera de su competencia, pues en tales circunstancias debe prevale­
cer el principio de la colaboración. 

Con la firma de este convenio, la Comisión Nacional de los Derechos Humanos faculta a la Comi­
sión estatal para que cuando reciba una queja en la que estén involucradas autoridades o servidores 
públicos federales, preventivamente y en casos urgentes, lleve a cabo todos los actos que permitan la 
solución del conflicto, como son dar fe de los hechos, realizar las diligencias necesarias y levantar 
certificación, así como solicitar a la autoridad señalada como responsable la adopción de medidas 
precautorias o cautelares indispensables para impedir violaciones a los Derechos Humanos. 

En este caso, las acciones de apoyo concertadas entre ambos Organismos no constituyen una intru­
sión en nuestros respectivos ámbitos de competencia ni pueden interpretarse como un signo de debili­
dad. Son, por el contrario, un ejercicio que permite establecer bases para el mejor cumplimiento de sus 
fines y el fortalecimiento del Sistema Nacional No Jurisdiccional de Protección de los Derechos Huma­
nos, con el objetivo sustancial de evitar la consumación irreparable de violaciones o daños de difícil 
o imposible reparación, así como restituir a las personas en el goce de sus garantías fundamentales. 

El convenio de colaboración que hoy celebran la Comisión de Derechos Humanos del Estado de 
Puebla y la Comisión Nacional de los Derechos Humanos ya forma parte del catálogo de iniciativas 
que consolidan la cultura del respeto de estos derechos. 

Estoy convencido de que este instrumento fructificará en la práctica diaria en beneficio de la so­
ciedad a la que sirven tanto la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Puebla como el 
Ombudsman nacional, dando cabal vigencia al Estado de Derecho desde una lógica que no puede ni 
debe ser ajena a la ley, a la ética y a la justicia. 
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Por definir (mayo)

Recomendación 34/2002
 

Síntesis: El 16 de noviembre de 2001, la Comisión Estatal de Derechos Humanos de Jalisco recibió 
la queja por comparecencia del señor Gregorio Hernández Bailón, remitida a este Organismo Na­
cional por razones de competencia, donde se recibió el 23 del mes y año citados. El quejoso expresó 
presuntas violaciones a los Derechos Humanos cometidas en agravio de su esposa María Lucía 
Fernández Gutiérrez, atribuidas a servidores públicos del Hospital General Regional Número 46 
“Lázaro Cárdenas”, perteneciente al Instituto Mexicano del Seguro Social en Guadalajara, Jalisco, 
consistentes en una inadecuada prestación del servicio público de salud. Lo anterior dio origen al 
expediente 2001/3173-1. 

Del análisis de los hechos, de las evidencias que obran en el expediente que se analizó, así como 
de la investigación realizada por esta Comisión Nacional, se comprobó la existencia de diversas 
irregularidades, por lo que se concluye que se acreditaron actos violatorios a los Derechos Huma­
nos de quien en vida llevara el nombre de María Lucía Fernández Gutiérrez y de su hija, por parte de 
servidores públicos del Hospital General Regional Número 46 “Lázaro Cárdenas”, perteneciente al 
Instituto Mexicano del Seguro Social en Guadalajara, Jalisco, consistentes en la transgresión de lo 
dispuesto por los artículos 4o., párrafo tercero, y 14, párrafo segundo, de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos; así como los artículos 1; 2, fracción V; 23; 27, fracciones III y IV; 
32; 33, fracciones I y II; 34, fracción II; 37; 51, y 61, fracción I, de la Ley General de Salud; 48 del 
Reglamento de la Ley General de Salud en Materia de Prestación de Servicios de Atención Médica; 
1; 2; 3; 4; 251, fracción II, y 303, de la Ley del Seguro Social; 6o. del Reglamento de Servicios 
Médicos a los Derechohabientes del Instituto Mexicano del Seguro Social, así como 47, fracciones I 
y XXII, de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, en relación con el artícu­
lo sexto transitorio del Decreto por el que se expide la Ley Federal de Responsabilidades Adminis­
trativas de los Servidores Públicos, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 13 de marzo de 
2002. Con base en lo señalado, este Organismo Nacional consideró que se violaron los derechos a la 
vida y a la protección de la salud de las agraviadas; por lo tanto, para esta Comisión Nacional existe 
una inadecuada prestación del servicio público de salud, toda vez que procedieron de manera inde­
bida y no proporcionaron a las agraviadas la valoración y vigilancia médica adecuada, oportuna, 
profesional y de calidad, como era su obligación. Por ello, el 24 de septiembre de 2002, esta Comi­
sión Nacional emitió la Recomendación 34/2002, dirigida al Director General del Instituto Mexicano 
del Seguro Social, para que envíe sus instrucciones a quien corresponda, a fin de que se dé vista a la 
Contraloría Interna de la Secretaría de Contraloría y Desarrollo Administrativo en el Instituto Mexi­
cano del Seguro Social, con objeto de que se inicie y determine, conforme a Derecho, un procedi­
miento administrativo de investigación en contra de los doctores de apellidos Villagrán, Brisio y 
Lozada, adscritos al servicio de Tococirugía del Hospital General Regional Número 46 “Lázaro 
Cárdenas”, perteneciente al Instituto Mexicano del Seguro Social en Guadalajara, Jalisco, para 
determinar la responsabilidad profesional y administrativa que les pudiera resultar por las irregula­
ridades en que incurrieron. 
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Asimismo, se recomendó que se ordene y se realice el pago por concepto de indemnización que 
proceda en términos de ley en favor de quien acredite el mejor derecho a recibirlo, como consecuen­
cia de los actos y omisiones realizados en agravio de la señora María Lucía Fernández Gutiérrez y 
de su hija, por los doctores Villagrán, Brisio y Lozada, de conformidad con lo dispuesto en los 
artículos 1915 y 1927 del Código Civil Federal. 

México, D. F., 24 de septiembre de 2002 

Sobre el caso de la señora María Lucía 
Fernández Gutiérrez 

Dr. Santiago Levy Algazi, 
Director General del Instituto Mexicano 
del Seguro Social 

Muy distinguido Director General: 

La Comisión Nacional de los Derechos Humanos, 
con fundamento en los artículos 102, apartado 
B, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, y 1o.; 3o.; 6o., fracciones II y 
III; 15, fracción VII; 24, fracción IV; 44, y 46, de 
la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos 
Humanos, ha procedido a examinar los elementos 
contenidos en el expediente 2001/3173-1, rela­
cionado con el caso de la señora María Lucía 
Fernández Gutiérrez, y vistos los siguientes: 

I. HECHOS 

A. La Comisión Estatal de Derechos Humanos 
de Jalisco recibió la queja presentada por com­
parecencia del señor Gregorio Hernández Bailón 
el 16 de noviembre de 2001, remitida a este Or­
ganismo Nacional por razones de competencia, 
donde se recibió el 23 del mismo mes y año. El 
quejoso expresó presuntas violaciones a Dere­
chos Humanos cometidas en agravio de su es­
posa María Lucía Fernández Gutiérrez, atribui­

das a servidores públicos del Hospital General 
Regional Número 46 “Lázaro Cárdenas”, perte­
neciente al Instituto Mexicano del Seguro So­
cial en Guadalajara, Jalisco, consistentes en una 
inadecuada prestación del servicio público de 
salud. 

El señor Gregorio Hernández Bailón manifestó 
que el 3 de noviembre de 2001 llevó a su esposa 
María Lucía Fernández Gutiérrez al Hospital 
General Regional Número 46 “Lázaro Cárde­
nas”, a consecuencia de una leve hemorragia 
vaginal, y debido a que se encontraba embara­
zada; el médico que la recibió, del cual no indi­
có el nombre, le señaló que se quedaría interna­
da ante el posible nacimiento del producto; horas 
más tarde acudió al Centro Médico Nacional de 
Occidente, donde canalizaron a su cónyuge en 
estado grave, ya que en el Hospital General Re­
gional ésta había sufrido dos paros cardiorrespi­
ratorios y el producto no había sobrevivido, ade­
más de informarle que la paciente tenía una 
hemorragia general severa, hemorragia cerebral 
y daño en el tallo cerebral, lo que fue causa de 
su fallecimiento. 

B. Para la debida integración del expediente, 
esta Comisión Nacional solicitó al licenciado 
José de Jesús Díez de Bonilla Altamirano, Coor­
dinador General de Atención al Derechohabien­
te del Instituto Mexicano del Seguro Social, un 
informe sobre los hechos constitutivos de la que­
ja y una copia del expediente clínico de la agra­
viada. 
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Asimismo, en vía de colaboración, se solicitó 
a la Dirección General de Protección a los Dere­
chos Humanos de la Procuraduría General de la 
República, una copia del certificado de necros­
copia que se practicó al cuerpo de la señora María 
Lucía Fernández Gutiérrez, la cual falleció el 17 
de noviembre de 2001 en las instalaciones del 
Hospital de Ginecoobstetricia ubicado en el Cen­
tro Médico Nacional de Occidente del IMSS en 
Guadalajara, Jalisco, el cual se encontraba den­
tro de las actuaciones de la averiguación previa 
030918/2001/039P05, iniciada por la Procura­
duría General de Justicia del Estado de Jalisco, 
la cual, el 25 de marzo de 2002, se remitió a la 
Delegación de la citada Procuraduría General de 
la República en esa entidad federativa, en donde 
se radicó con el número 550/2002-2-IV. 

En respuesta, las citadas autoridades remitie­
ron lo solicitado por esta Comisión Nacional. 

Del contenido de la queja formulada por el 
señor Gregorio Hernández Bailón, así como de 
la información y documentación que esta Comi­
sión Nacional se allegó, se advirtió que en el pre­
sente caso la señora María Lucía Fernández Gu­
tiérrez ingresó el 3 de noviembre de 2001 al 
Hospital General Regional Número 46 “Lázaro 
Cárdenas”, del Instituto Mexicano del Seguro 
Social en Guadalajara, Jalisco, por presentar una 
leve hemorragia vaginal, además de encontrarse 
embarazada; aproximadamente a las 10:15 ho­
ras de ese día, la doctora María Teresa Ortega 
Partida, adscrita al servicio de Tococirugía del 
mencionado nosocomio, le realizó una revisión 
médica y ordenó la práctica de un ultrasonido 
obstétrico y valoración para cesárea, ya que, por 
antecedentes, la paciente refirió que había dado 
a luz a productos de gran peso. A las 12:40 ho­
ras de esa fecha se realizó el ultrasonido; a las 
16:20 horas se le aplicaron diversos medicamen­
tos, entre ellos oxitocina; a las 17:15 horas, la 

paciente, al presentar convulsiones y dilatación 
completa por trabajo de parto, fue llevada a la 
sala de expulsión del hospital, donde fue atendi­
da por los doctores de apellidos Villagrán y Bri­
sio, servidores públicos adscritos al área de Toco-
cirugía, quienes a las 17:25 horas, debido a que 
la agraviada presentó un paro cardiorrespiratorio, 
aplicaron fórceps para la obtención de un pro­
ducto femenino en mal estado general de salud, 
con un peso de 4.210 kg, el cual falleció a las 
18:15 horas de esa fecha; además, y en virtud de 
que la paciente presentó sangrados abundantes 
en diversas partes de su cuerpo y un cuadro clí­
nico de malas condiciones generales, dichos 
médicos refirieron que la misma fuera traslada­
da al Centro Médico Nacional de Occidente, 
perteneciente a dicho Instituto en Guadalajara, 
Jalisco, argumentando que su atención requería 
manejo de alta tecnología. 

A las 20:00 horas de la misma fecha, la agra­
viada fue recibida en el Centro Médico, el 4 del 
citado mes y año quedó en estado de coma y fa­
lleció el 17 de noviembre de 2001. 

Del contenido del certificado de necropsia 
practicado a la agraviada por personal del Servi­
cio Médico Forense del Instituto Jalisciense de 
Ciencias Forenses en Guadalajara, Jalisco, el 28 
de noviembre de 2001, se concluyó como causa de 
muerte insuficiencias renal y hepática coadyu­
vada por eclampsia y edema agudo pulmonar. 

C. Con objeto de contar con una opinión médica 
del caso, este Organismo Nacional solicitó la in­
tervención de su Coordinación de Servicios Peri­
ciales, la cual emitió la opinión técnica respectiva. 

II. EVIDENCIAS 

En este caso las constituyen: 
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A. La queja por comparecencia presentada por 
el señor Gregorio Hernández Bailón, el 16 de no­
viembre de 2001, ante la Comisión Estatal de 
Derechos Humanos de Jalisco, remitida por ra­
zones de competencia a esta Comisión Nacional 
el 23 del mismo mes y año. 

B. Los oficios 0954-06-0545/2740, 0954-06­
0545/3119 y 0954-06-0545/7245, recibidos en 
esta Comisión Nacional el 1 y 22 de marzo, así 
como el 7 de junio de 2002, respectivamente, a 
través de los cuales el doctor Mario Barquet Ro­
dríguez, Coordinador de Atención al Derecho­
habiente del Instituto Mexicano del Seguro So­
cial, dio respuesta a lo solicitado. 

C. La copia del expediente clínico que se generó 
por la atención médica otorgada a la agraviada, 
señora María Lucía Fernández Gutiérrez, en el 
Hospital General Regional Número 46 “Lázaro 
Cárdenas” y en el Centro Médico Nacional de 
Occidente, ambos del Instituto Mexicano del 
Seguro Social en Guadalajara, Jalisco. 

D. El oficio 4514/02 DGPDH, recibido en esta 
Comisión Nacional el 16 de julio de 2002, a tra­
vés del cual el doctor Mario I. Álvarez Ledesma, 
Director General de Protección a los Derechos 
Humanos de la Procuraduría General de la Re­
pública, dio respuesta a lo solicitado y envió una 
copia del certificado de necropsia practicado a 
la señora que en vida llevara el nombre de María 
Lucía Fernández Gutiérrez, el 28 de noviembre 
de 2001, por los doctores Víctor Manuel Ávila 
González, Guillermo Villaseñor Torres y Judith 
R. Dávila Rodríguez, personal del Servicio Mé­
dico Forense del Instituto Jalisciense de Cien­
cias Forenses en Guadalajara, Jalisco. 

E. La opinión médica emitida el 23 de julio de 
2002 por la Coordinación de Servicios Periciales 
de esta Comisión Nacional, en la que se estable­

cen las consideraciones técnicas sobre la aten­
ción médica otorgada a la señora María Lucía 
Fernández Gutiérrez en el Hospital General Re­
gional Número 46 “Lázaro Cárdenas”, así como 
en el Centro Médico Nacional de Occidente, 
Hospital de Ginecoobstetricia del Centro Médico 
Nacional de Occidente, pertenecientes al Insti­
tuto Mexicano del Seguro Social en Guadalajara, 
Jalisco, desde el 3 de noviembre de 2001 hasta 
el 17 del mismo mes y año. 

F. La copia de la tarjeta informativa del 10 de 
septiembre de 2002, suscrita por el licenciado 
Francisco Enrique Vázquez Sarmiento, agente 
del Ministerio Público de la Federación adscrito 
a la Agencia Federal Número Dos de Procedi­
mientos Penales “A”, Mesa I, en Guadalajara, 
Jalisco, remitida vía fax a esta Comisión Nacio­
nal el 12 del mismo mes y año por el maestro 
Guillermo González Medina, Director de Segui­
miento de Quejas y Gestión de Documentación 
de la Procuraduría General de la República, me­
diante la cual se informó en torno al trámite de 
la averiguación previa 550/2002-2-IV. 

III. SITUACIÓN JURÍDICA 

El 3 de noviembre de 2001 la agraviada acudió 
para su atención médica por un problema de san­
grado vaginal y trabajo de parto al Hospital Ge­
neral Regional Número 46 “Lázaro Cárdenas” 
del Instituto Mexicano del Seguro Social en 
Guadalajara, Jalisco, lugar de donde fue trasla­
dada el mismo día al Centro Médico Nacional 
de Occidente del IMSS en esa ciudad, donde el 
4 del citado mes y año quedó en estado de coma, 
y el 17 de noviembre de ese año falleció. 

Con motivo de los hechos, el señor Gregorio 
Hernández Bailón presentó una denuncia ante la 
Procuraduría General de Justicia del Estado de 
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Jalisco, donde se inició la averiguación previa 
030918/2001/039P05, la cual el 25 de marzo de 
2002 se remitió a la Delegación de la Procura­
duría General de la República en esa localidad, 
radicándose con el número 550/2002-2-IV, mis­
ma que se encuentra en integración. 

En el presente caso este Organismo Nacional 
considera que los doctores de apellidos Villagrán, 
Brisio y Lozada, servidores públicos adscritos 
al servicio de Tococirugía del Hospital General 
Regional Número 46 “Lázaro Cárdenas”, del 
Instituto Mexicano del Seguro Social en Gua­
dalajara, Jalisco, llevaron a cabo una conducta 
violatoria de los Derechos Humanos a la vida y 
a la protección de la salud de la señora María 
Lucía Fernández Gutiérrez y de su hija, consa­
grados en los artículos 4o., párrafo tercero, y 14, 
párrafo segundo, de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, lo cual motivó 
la emisión del presente documento. 

IV. OBSERVACIONES 

Del análisis lógico-jurídico realizado a las cons­
tancias y evidencias del presente caso, en espe­
cial del contenido del expediente clínico relati­
vo a la atención médica brindada a la señora 
María Lucía Fernández Gutiérrez y su hija, por 
el Hospital General Regional Número 46 “Lázaro 
Cárdenas” y el Centro Médico Nacional de Oc­
cidente, ambos del Instituto Mexicano del Se­
guro Social en Guadalajara, Jalisco, así como de 
la opinión médica emitida por personal de la 
Coordinación de Servicios Periciales de esta Co­
misión Nacional de los Derechos Humanos, se 
desprende que los doctores Villagrán, Brisio y 
Lozada, servidores públicos del IMSS, no pro­
porcionaron una adecuada prestación del servi­
cio público de salud a la agraviada y a su hija, ya 
que omitieron realizar una estrecha vigilancia del 

binomio (madre-hijo); además, no verificaron y 
consignaron el registro de la contractilidad ute­
rina y el latido cardiaco fetal antes, durante y 
después de la contracción uterina, así como el 
registro del pulso, la tensión arterial y la tempe­
ratura, lo cual resultaba ser de gran importancia 
en el caso concreto, pues con ello hubieran per­
mitido seguir la evolución clínica del trabajo de 
parto de la señora Fernández Gutiérrez y evitar 
sus posibles complicaciones. 

Además, los doctores Villagrán y Brisio no 
realizaron una valoración adecuada del trabajo de 
parto, ya que no describieron los parámetros 
de frecuencia, intensidad y duración de las con­
tracciones de la agraviada y la viabilidad del pro­
ducto; además, no tomaron en cuenta el antece­
dente de parto con productos de gran peso, con 
lo cual se hubiera dado la pauta del tratamiento 
a seguir; asimismo, se desprendió que a la pa­
ciente se le aplicó oxitocina, medicamento que 
tiene como función provocar el trabajo de parto 
cuando no hay dolores, o bien, regularizar el tra­
bajo de parto, pero previa a su aplicación se de­
bió valorar la presentación y el tamaño del pro­
ducto con objeto de evitar complicaciones en el 
canal del parto, lo cual no efectuaron dichos 
médicos. 

Por otra parte, dichos servidores públicos, pre­
vio al uso de fórceps para la obtención del pro­
ducto, omitieron valorarla previamente para 
emplear otra alternativa, para dar a la madre y 
al recién nacido la seguridad del menor daño 
y la máxima seguridad, como pudo haber sido la 
práctica de cesárea; sin embargo, no tomaron en 
consideración las observaciones de la doctora 
María Teresa Ortega Partida, quien refirió, al 
ingreso de la paciente, el antecedente de produc­
tos de gran peso e hipertonía uterina (frecuentes 
contracciones), por lo que el no hacer caso a di­
chas indicaciones médicas motivó que al momen­
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to del nacimiento, a las 17:25 horas del 3 de no­
viembre de 2001, el producto de gran peso (4.210 
kg) había sido afectado por la falta de oxígeno 
en la sangre (anoxoisquemia) que sufrió la ma­
dre y el trauma obstétrico al momento de pasar 
por el canal de parto, complicado con la aplica­
ción de fórceps que duró aproximadamente 90 
segundos, lo que trajo como consecuencia el fa­
llecimiento del mismo a las 18:15 del día citado. 

Por otra parte, el 3 de noviembre de 2001, el 
doctor Lozada efectuó un estudio de ultrasonido 
deficiente, ya que no reportó un “barrido am­
plio” (estudio amplio) que estableciera la viabi­
lidad, peso y presentación del producto, ya que 
de haberse practicado debidamente hubiera evi­
tado las complicaciones posteriores que afecta­
ron tanto al producto como a la madre. 

En este orden de ideas, los médicos de apelli­
dos Villagrán, Brisio y Lozada contravinieron 
los criterios y procedimientos establecidos por 
la Norma Oficial Mexicana NOM-007-SSA2­
1993, en los puntos 5.2.2. y 5.4.2., que prevén los 
lineamientos básicos para la atención de la mu­
jer durante el embarazo, parto y puerperio y a 
recién nacidos, lo que demuestra una inadecua­
da prestación del servicio médico proporciona­
do a la paciente y al producto del embarazo. 

Asimismo, se observó que en el presente caso 
existió una deficiente atención médica tanto de 
la agraviada como de su hija, lo que deriva una 
responsabilidad profesional y administrativa de 
los doctores de apellidos Villagrán, Brisio y Lo­
zada, ya que con la conducta desplegada trans­
gredieron el derecho a la vida y a la protec­
ción de la salud previstos en los artículos 4o., 
párrafo tercero, y 14, párrafo segundo, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos; así como los artículos 1; 2, fracción 
V; 23; 27, fracciones III y IV; 32; 33, fracciones 

I y II; 34, fracción II; 37; 51, y 61, fracción I, de 
la Ley General de Salud; 48 del Reglamento de la 
Ley General de Salud en Materia de Prestación 
de Servicios de Atención Médica; 1; 2; 3; 4; 251, 
fracción II, y 303, de la Ley del Seguro Social; 
6o. del Reglamento de Servicios Médicos a los 
Derechohabientes del Instituto Mexicano del 
Seguro Social, así como 47, fracciones I y XXII, 
de la Ley Federal de Responsabilidades de los 
Servidores Públicos, en relación con el artículo 
sexto transitorio del Decreto por el que se expi­
de la Ley Federal de Responsabilidades Admi­
nistrativas de los Servidores Públicos, publicado 
en el Diario Oficial de la Federación el 13 de mar­
zo de 2002, toda vez que procedieron de manera 
indebida y no proporcionaron a las agraviadas 
la valoración y vigilancia médica adecuada, opor­
tuna, profesional y de calidad, como es su obli­
gación. 

Igualmente, no se atendieron las disposicio­
nes relacionadas con el derecho a la vida y a la 
protección de la salud previstas en los instrumen­
tos internacionales celebrados por el Ejecutivo 
Federal y ratificados por el Senado de la Repú­
blica, en términos del artículo 133 de la Consti­
tución Política de los Estados Unidos Mexica­
nos, que establecen el margen mínimo de calidad 
en los servicios médicos que proporciona el Es­
tado mexicano a su población, de conformidad 
con los artículos 12.1, y 12.2, inciso d), del Pac­
to Internacional de Derechos Económicos, So­
ciales y Culturales, y 10.1, y 10.2, inciso a), del 
Protocolo Adicional a la Convención America­
na sobre Derechos Humanos en Materia de De­
rechos Económicos, Sociales y Culturales, para 
asegurar la plena efectividad y alcance del más 
alto nivel de salud para todos los individuos, pre­
ceptos que ratifican lo dispuesto por nuestra Carta 
Magna en su artículo 4o., en cuanto al reconoci­
miento por parte del Estado a las personas al dis­
frute de un servicio médico de calidad, debien­
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do adoptar para ello las medidas necesarias para 
la plena efectividad de ese derecho. 

En razón de lo expuesto, institucionalmente 
es procedente que se le otorgue a los familiares 
de la señora María Lucía Fernández Gutiérrez la 
indemnización correspondiente con motivo de 
la responsabilidad profesional en que incurrie­
ron servidores públicos del Instituto Mexicano 
del Seguro Social, en términos de los artículos 
1915 y 1927 del Código Civil Federal, y 47, frac­
ciones I y XXII, de la Ley Federal de Responsa­
bilidades de los Servidores Públicos, en relación 
con el artículo sexto transitorio del Decreto por 
el que se expide la Ley Federal de Responsabili­
dades Administrativas de los Servidores Públi­
cos, publicado en el Diario Oficial de la Federa­
ción el 13 de marzo de 2002. 

En consecuencia, esta Comisión Nacional de 
los Derechos Humanos formula respetuosamen­
te a usted, señor Director General del Instituto 
Mexicano del Seguro Social, las siguientes: 

V. RECOMENDACIONES 

PRIMERA. Se sirva instruir a quien correspon­
da para que se dé vista a la Contraloría Interna 
de la Secretaría de Contraloría y Desarrollo Ad­
ministrativo en el Instituto Mexicano del Se­
guro Social, con objeto de que se inicie y deter­
mine, conforme a Derecho, un procedimiento 
administrativo de investigación en contra de los 
doctores de apellidos Villagrán, Brisio y Lo­
zada, adscritos al servicio de Tococirugía del 
Hospital General Regional Número 46 “Lázaro 
Cárdenas”, perteneciente al Instituto Mexica­
no del Seguro Social en Guadalajara, Jalisco, 
en atención a las consideraciones expuestas en 
el capítulo de observaciones del presente do­
cumento. 

SEGUNDA. Se ordene y se realice el pago por 
concepto de indemnización que proceda en tér­
minos de ley a favor de quien acredite el mejor 
derecho a recibirlo, como consecuencia de los 
actos y omisiones realizados en agravio de la se­
ñora María Lucía Fernández Gutiérrez y de su 
hija, en los términos de las consideraciones plan­
teadas en el cuerpo de la presente Recomenda­
ción, de conformidad con lo dispuesto en los ar­
tículos 1915 y 1927 del Código Civil Federal. 

La presente Recomendación, de conformidad 
con lo dispuesto en el artículo 102, apartado B, 
de la Constitución Política de los Estados Uni­
dos Mexicanos, tiene el carácter de pública y se 
emite con el propósito fundamental tanto de ha­
cer una declaración respecto de una conducta 
irregular por parte de servidores públicos en el 
ejercicio de las facultades que expresamente les 
confiere la ley, como de obtener la investigación 
que proceda por parte de las dependencias ad­
ministrativas o cualesquiera otras autoridades 
competentes, para que, dentro de sus atribucio­
nes, apliquen las sanciones conducentes y se sub­
sane la irregularidad cometida. 

De conformidad con el artículo 46, párrafo 
segundo, de la Ley de la Comisión Nacional de 
los Derechos Humanos, solicito a usted que la 
respuesta sobre la aceptación de esta Recomen­
dación, en su caso, se informe dentro del térmi­
no de 15 días hábiles siguientes a esta notifi­
cación. 

Igualmente, con el mismo fundamento jurídi­
co, solicito a usted que, en su caso, las pruebas 
correspondientes al cumplimiento de la Reco­
mendación que se le dirige se envíen a esta Co­
misión Nacional dentro de un término de 15 días 
hábiles siguientes a la fecha en que haya con­
cluido el plazo para informar sobre la acepta­
ción de la misma. 
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La falta de presentación de pruebas dará lugar Atentamente 
a que se interprete que la presente Recomenda­
ción no fue aceptada, por lo que la Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos quedará en El Presidente de la Comisión Nacional 
libertad de hacer pública esta circunstancia. Rúbrica 
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